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I. [bookmark: _Toc99895068][bookmark: _Toc99895108][bookmark: _Toc179551375]PROPÓSITO Y ALCANCE DEL PGIRDN
1.1 [bookmark: _Ref179546437]Los desastres de origen natural severos pueden causar impactos económicos y sociales duraderos. En respuesta a esta problemática, el Banco ha brindado apoyo continuo a los países para mejorar la gestión eficiente de estos riesgos. Como parte de esta iniciativa, el Banco instituyó la Facilidad de Crédito Contingente para Emergencias por Desastres Naturales y de Salud Pública (CCF), según se detalla en el documento GN-2999-9. Esta facilidad proporciona a los países miembros prestatarios acceso inmediato a fondos líquidos sustanciales tras un desastre severo o catastrófico. El objetivo es asistir en la implementación de ayuda humanitaria, en la recuperación de los servicios esenciales para la población y en la ejecución de otras acciones de respuesta.
1.2 [bookmark: _Hlk154770421]El Plan de Gestión Integral de Riesgo de Desastres Naturales (PGIRDN) es una condición para el acceso del país a financiamiento de la CCF y tiene el propósito de promover el progreso en la política pública relacionada con la gestión del riesgo de desastres (GRD) en los países miembros prestatarios del BID. Este plan debe abarcar varios ejes estratégicos clave: (i) la gobernanza de la gestión del riesgo de desastres; (ii) la identificación del riesgo; (iii) la reducción de riesgos; (iv) la preparación y respuesta ante desastres; y (v) la protección del riesgo financiero. Para una evaluación efectiva, el PGIRDN define objetivos a mediano plazo y establece metas o indicadores anuales, orientados a fortalecer la GRD en estos ejes estratégicos, facilitando así un seguimiento periódico por parte del Banco.
1.3 Debido a la alta exposición y vulnerabilidad de Uruguay ante los desastres de origen natural, en diciembre de 2020, el Banco aprobó un Préstamo Contingente para Emergencias por Desastres Naturales y de Salud Pública, ascendente a US$100 millones (UR-O1157), con un período de vigencia de cinco años, renovable por cinco años adicionales, a solicitud del prestatario y a discreción del Banco. El contrato de préstamo entró en vigor el 19 de marzo de 2021, con fecha de vencimiento el 19 de marzo de 2026 y proporciona cobertura para sequías y eventos de salud pública a través de la Modalidad II no paramétrica de la CCF. 
1.4 En vista de la creciente amenaza por inundaciones e incendios forestales y el incremento en la recurrencia y severidad de este tipo de eventos en el territorio nacional, el gobierno de Uruguay solicitó al Banco la modificación del Préstamo Contingente con el objetivo de incluir la Modalidad I paramétrica de la CCF por hasta US$100 millones adicionales para cubrir inundaciones e incendios forestales. El objetivo general de desarrollo del préstamo contingente modificado  (UR-O1166) es contribuir a amortiguar el impacto que un desastre natural o un evento de salud pública de magnitud severa o catastrófica podría tener sobre las finanzas públicas del país. El objetivo específico de desarrollo es mejorar la gestión financiera de los riesgos de desastres naturales y de salud pública mediante el aumento del financiamiento contingente estable, costo-eficiente y de rápido acceso para cubrir gastos públicos extraordinarios dirigidos a la atención de la población afectada por emergencias ocasionadas por estos tipos de eventos.
1.5 El presente documento constituye el PGIRDN del Préstamo Contingente para Emergencias por Desastres Naturales y de Salud Pública de Uruguay (UR‑O1166), e incluye la siguiente información: Sección I: propósito y alcance del documento; Sección II: acciones del país y el Banco en el sector, donde se aborda los antecedentes de los desastres, el marco normativo e institucional del país en la gestión del riesgo de desastres y los avances y desafíos de la GRD; y Sección III: donde se desarrolla el PGIRDN de Uruguay y se plantean los objetivos, las metas generales de largo plazo e hitos anuales del primer año acordados, y el mecanismo de elegibilidad y validez, así como el mecanismo de monitoreo y evaluación del avance en el logro de las metas establecidas. 
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II. [bookmark: _Toc179551376]ACCIONES DEL PAÍS Y EL BANCO EN EL SECTOR
A. [bookmark: _Toc179551377]Antecedentes – contexto de desastres de Uruguay
2.1 [bookmark: _Ref84890774][bookmark: _Ref85802802][bookmark: _Ref95920334]Vulnerabilidad ante desastres y cambio climático. Uruguay está expuesto principalmente a peligros de origen natural de carácter hidrometereológico y climático según el Primer Atlas de Riesgos del país[footnoteRef:2] el cual se enfoca en cuatro riesgos: incendios forestales, inundaciones, vientos fuertes y sequías. El Atlas presenta los valores expuestos (edificaciones, cultivos, ganado y servicios ecosistémicos) tanto a nivel departamental como de sección censal y mapas de Pérdida Anual Esperada por sequía para cultivos y sector pecuario, por inundación para cultivos y edificaciones, por viento para edificaciones, y por incendios forestales para servicios ecosistémicos. [2:  	SINAE, MIDES (2020) “Uruguay – Compendio de Mapas de Riesgo”.] 

2.2 Entre los eventos recientes más importantes del país se registra la sequía ocurrida en el período 2022-2023, cuyas pérdidas directas fueron estimadas en US$1.809 millones, lo que representó el 2,9% del PIB del país y el 38,8% del PIB del agro en base a 3 años móviles, siendo en términos históricos la mayor registrada en las últimas tres décadas. Adicionalmente, la sequía implicó invertir cerca de US$40 millones en medidas de emergencia y US$68 millones para el suministro de agua embotellada a poblaciones vulnerables y en exoneraciones de impuesto al valor agregado de la misma[footnoteRef:3]. Lo anterior, provocó que, durante el año 2023, la zona metropolitana así como otros departamentos del país experimentaran la peor escasez de agua registrada. Para abordar esta situación y garantizar un suministro de agua de calidad a la población, la Dirección del Sinae tuvo que coordinar esfuerzos en todos los niveles gubernamentales, ministerios y organismos. La estrategia diseñada y ejecutada tenía como objetivo asegurar que más del 60% de la población del país tuviera acceso adecuado al recurso hídrico. Así mismo, el litoral norte del país a fines de 2023 fue afectado por inundaciones, implicando evacuaciones en Bella Unión, Paysandú y Salto debido a la crecida del río Uruguay, a lo que posteriormente se sumó la evacuación de familias de la ciudad de Artigas y de los departamentos de Cerro Largo y Tacuarembó, debido al desborde de varios cursos de agua. El Río Uruguay sobrepasó en varios metros la cota de seguridad en diferentes lugares de su trayecto[footnoteRef:4]. [3:  	SINAE (2023) “Protocolo de Sequías de la República Oriental del Uruguay”.]  [4:  	SINAE (2024) “Informe de situación por inundaciones - Fin de la emergencia (08/01/2024)”.] 

2.3 Entre 1967 y 2023 Uruguay experimentó 39 eventos severos, de los cuales 30 ocurrieron a partir del año 2000. El tipo de evento que registra mayores daños es la sequía, un peligro de lenta gestación que ocasiona impactos elevados tanto para la población expuesta como para las actividades agropecuarias que son un pilar fundamental en la economía uruguaya al representar alrededor del 13% del Producto Interno Bruto (PIB) del país y el 78% de las exportaciones. En efecto, entre los episodios más severos de sequía en el país destacan: (i) la sequía de 2022-2023 donde las pérdidas directas fueron estimadas en US$1.809 millones (2,9% del PIB del país); (ii) la sequía de 2017-2018, cuyos daños ascendieron a US$500 millones (equivalente al 0,8% del PIB); y (iii) la de 1998-1999 que causó daños estimados en US$250 millones (1% del PIB).
2.4 Por otro lado, las inundaciones son fenómenos recurrentes en Uruguay y, debido a las características geomorfológicas de las cuencas del país, son por lo general lentas, sin arrastre de cargas significativas de sedimentos ni generación de deslizamientos. Otro tipo de inundaciones en Uruguay son aquellas producidas en la región del Río de la Plata (sudestadas), donde aumenta el nivel del río produciendo inundaciones en las zonas aledañas, erosión de costa, pérdida de perfil de playas y desmoronamiento de barrancas y de ramblas. Históricamente, las inundaciones han sido relativamente de mayor recurrencia y menor severidad, exceptuando la inundación de 1959 que fue la de mayor impacto en la historia del país. Sin embargo, en la última década, Uruguay ha sufrido eventos de gran magnitud como las inundaciones de 2015-2016, que se registra como la segunda inundación histórica del país (después de la de 1959), dejando un saldo de cerca de 25.000 desplazados; y la inundación de 2017 que, debido a crecidas del Río Uruguay a niveles cercanos a los de 1959, provocó más de 6.500 desplazados. Más recientemente, las inundaciones de marzo de 2024 afectaron a más de 6.000 personas que fueron desplazadas[footnoteRef:5].  [5:  	Reliefweb (4 Apr 2024). Uruguay: Floods y Uruguay: Floods – Mar 2024. ] 

2.5 Asimismo, los incendios forestales constituyen un peligro importante para el territorio uruguayo, que se ha intensificado debido al aumento de la temperatura junto con la expansión de la explotación forestal, la ubicación de bosques costeros y la presencia de áreas pobladas en medio de plantaciones de pinos y eucaliptos, así como zonas urbano-forestales. Durante los meses de verano, este peligro se intensifica a nivel nacional, exacerbado por las altas temperaturas, la baja humedad, los combustibles vegetales secos y la afluencia de personas a las zonas costeras. En la temporada 2021-2022 hubo 1.687 incendios forestales, en los que se vieron afectadas 38.057 hectáreas, y en la temporada 2022-2023 se registraron 3.604 incendios que afectaron 26.621 hectáreas[footnoteRef:6]. [6:  	SINAE (2024). Balance de la temporada 23-24 de incendios forestales y de campo.] 

2.6 Cambio climático y eventos extremos. El cambio climático influye en muchos fenómenos meteorológicos y climáticos extremos en todas las regiones. Para Uruguay se han detectado cambios que se mantendrán y profundizarán en un contexto de cambio climático, tales como un aumento en temperatura y precipitaciones medias, así como en precipitaciones intensas y temperaturas mínimas. En efecto, las proyecciones indican que el aumento de la temperatura media continuará en un rango de 1,5 a 5,5°C para fin del siglo XXI, dependiendo del escenario, y se espera un aumento en las olas de calor. Se estima que se agudice el impacto de las sequías en Uruguay, aumentando su frecuencia e intensidad, y generando un incremento de 150% en las pérdidas[footnoteRef:7]. Los extremos de precipitación también se incrementarían y disminuiría el número de días con lluvias débiles, implicando una situación con mayor número de días secos separados por eventos intensos de precipitación[footnoteRef:8]. [7:  	BID (2019). Perfil de Riesgo de Desastres para Uruguay.]  [8:  	UDELAR (2021). Análisis del clima y escenarios de cambio y variabilidad climática en Uruguay.] 

2.7 Dada esta situación de alta exposición y vulnerabilidad de Uruguay a peligros de origen natural de carácter hidrometeorológico, surge la necesidad que el país continúe consolidando y fortaleciendo la institucionalidad y los procesos de gestión del riesgo de desastres iniciados con la aprobación en octubre de 2009 de la Ley No 18621 que crea el Sistema Nacional de Emergencias (Sinae), para la protección de las personas, los bienes de significación y el medio ambiente, ante el acaecimiento eventual o real de situaciones de emergencia y/o desastre, mediante la coordinación conjunta del Estado con el adecuado uso de los recursos públicos y privados disponibles, de modo de propiciar las condiciones para el desarrollo nacional sostenible[footnoteRef:9]. [9:  	Ley No 18621 que crea el Sistema Nacional de Emergencias (SINAE).] 

[bookmark: _Toc179551378]B.	El Marco Normativo e Institucional para la GRD. 
2.8 Los primeros avances en la creación de institucionalidad ligada a la GRD en Uruguay son relativamente recientes y se remontan al año 1995, con la aprobación y reglamentación del Sistema Nacional de Emergencias - SNE, a través de los Decretos N° 103 y N° 371. El SNE se establece con la finalidad de “atender coyunturas de emergencias, crisis y desastres de carácter excepcional, que afecten o puedan afectar en forma grave al país”. El enfoque dominante durante este período estuvo centrado en la atención y respuesta a emergencias de manera centralizada.
2.9 A partir del impacto del ciclón extratropical que afectó Uruguay en 2005, el país, con apoyo del sistema de Naciones Unidas, bajo una concepción de sistema multiinstitucional, abordó el tema de desastres desde una perspectiva de gestión de riesgo, incorporando un enfoque preventivo. En forma simultánea se comienzan a constituir sin respaldo normativo los Centros   Coordinadores de Emergencias Departamentales (CECOED), como un primer intento de descentralizar la gestión del riesgo de desastres en el país. El proceso de revisión normativa iniciado en 2005 culmina con la promulgación de la Ley 18.621, en octubre de 2009, que crea el Sistema Nacional de Emergencias, bajo las siglas SINAE (para diferenciarlo del sistema hasta entonces vigente).
2.10 El Sistema Nacional de Emergencias (SINAE), es un ámbito de coordinación del Estado uruguayo, que tiene como objetivo la gestión integral de los riesgos de emergencias y desastres. El SINAE promueve la articulación de las políticas públicas para avanzar hacia el desarrollo sostenible, asegurando la protección de la población, los bienes de significación y el ambiente, frente a la ocurrencia eventual o efectiva de eventos adversos extremos. Para ello, el SINAE cuenta, a nivel nacional, con la Dirección Superior del Sistema integrada por el Poder Ejecutivo y la Junta Nacional de Emergencias y Reducción de Riesgos (JNERR). La Dirección Superior cuenta con el apoyo de con la Dirección Nacional de Emergencias (DNE), dependiente de la Presidencia de la República, que es el órgano encargado de articular, coordinar, supervisar y fiscalizar el adecuado funcionamiento del SINAE, respetando las autonomías y competencias de las instituciones que integran al Sistema. A nivel departamental, el Sistema está integrado por los Comités Departamentales de Emergencia (CDE) y los Centros Coordinadores de Emergencias Departamentales (Cecoed), así como estructuras municipales para la gestión integral del riesgo de emergencias y desastres (CME/CEM, Cecoem, Cecoel).
2.11 Bajo el liderazgo del Sinae, Uruguay ha seguido avanzando para transversalizar la Gestión Integral del Riesgo de Emergencias y Desastres (GRD) en el quehacer de las entidades públicas y privadas en el país. Destacándose la promulgación el año 2020 del Decreto N°65/020 que reglamenta la Ley Nº 18.621 que crea el SINAE, el cual ha permitido la institucionalización del Sistema, dando paso al establecimiento de diversos Grupos de Trabajo y Mesas Técnicas. Este progreso demuestra un compromiso creciente y una mayor capacidad para abordar eficientemente los riesgos de emergencia y/o desastres.
2.12 La Junta Nacional de Emergencias y Reducción de Riesgos, integrada por los representantes de diferentes Ministerios[footnoteRef:10], es la instancia nacional del SINAE encargada de formular la Política Nacional en materia de emergencias y reducción de riesgo de desastres, así como de desarrollar los planes nacionales que sean necesarios y sus procesos e instrumentos de seguimiento, evaluación y actualización, establecer comisiones asesoras técnicas y operativas, según recomendación del Poder Ejecutivo y de la Dirección Nacional de Emergencias y solicitar a la Dirección Nacional de Emergencias la elaboración de   informes de calidad de gestión y funcionamiento del Sistema en cualquiera de sus niveles, que le permitan emitir recomendaciones. [10:  	Son miembros permanentes los Subsecretarios de los Ministerios del Interior; de    Defensa Nacional; de Transporte y Obras Públicas; de Industria, Energía y Minería; de Salud Pública; de Ganadería, Agricultura y    Pesca; de Vivienda y Ordenamiento Territorial; de Desarrollo Social y    de Ambiente. Integrarán también esta Junta Nacional cuando sean convocados por razones de tema, los Subsecretarios de los Ministerios de Relaciones Exteriores; de Economía y Finanzas; de Educación y Cultura; de Trabajo y Seguridad Social y de Turismo, así como el Presidente del Congreso de Intendentes. (Art. 9 de la Ley N° 18621 de Creación del Sistema Nacional de Emergencias Publico y Permanente.)] 

2.13 La Política Nacional de Gestión Integral del Riesgo de Emergencias y Desastres en Uruguay (2019-2030) – Hacia un desarrollo resiliente basado en una cultura preventiva, fue aprobada el año 2020 mediante el Decreto N° 66/20. La Política, en coherencia con el Marco de Sendai (2015-2030), tiene como finalidad identificar, evaluar, prevenir yreducir el riesgo presente y futuro relacionado con eventos adversos de origen natural, socionatural o antrópico ya sea con recursos nacionales y/o de cooperación internacional. Esta Política Nacional fue estructurada en siete “ejes estratégicos y medidas de política”: (i) Producción y gestión de conocimiento e información sobre el riesgo de emergencias y desastres; (ii) Cultura de gestión de riesgos y comunicación; (iii) Articulación sistémica con planes de desarrollo y políticas nacionales, departamentales e internacionales; (iv) Gestión prospectiva del riesgo de emergencias y desastres; (v) Gestión Correctiva del riesgo de emergencias y desastres; (vi) Gestión compensatoria del riesgo de emergencias y desastres: capacidad de respuesta y resiliencia”; y (vii) Recuperación, reconstrucción y medios de vida.

2.14 El "Plan Nacional de Gestión Integral de Riesgos de Emergencias y Desastres en Uruguay" (Plan Gired) tiene por objetivo general lograr el cumplimiento de los siete objetivos estratégicos de la Política Nacional de Gestión Integral del Riesgo de Emergencias y Desastres en Uruguay 2019-2030,  donde se destacan los siguientes objetivos específicos: (i) Articular los distintos planes de desarrollo nacionales como así también las distintas políticas públicas nacionales, departamentales y municipales que tienen que ver con la Gired; (ii) Reducir o eliminar los riesgos de emergencias o desastres existentes coordinando los esfuerzos públicos, privados y de la sociedad civil; (iii) Incorporar e implementar acciones para la promoción de resiliencia territorial, así como también para el fortalecimiento de las capacidades de preparación, respuesta y rehabilitación de servicios esenciales; y (iv) Realizar la planificación y ejecución de las actividades de recuperación y reconstrucción post-desastre como un elemento fundamental del desarrollo sostenible. El Plan Gired promueve la coordinación y colaboración intergubernamental y la participación de la sociedad civil. Las entidades del Sinae son responsables de su implementación, con supervisión y coordinación de la Dirección Nacional de Emergencias (DNE).
[bookmark: _Toc179551379]C.	Avances y Desafíos en la GRD 
2.15 Los principales avances y desafíos del país en la GRD se presentan a continuación, utilizando los resultados de las aplicaciones del Índice de Gobernabilidad y Políticas Públicas para la Gestión del Riesgo de Desastres (iGOPP)[footnoteRef:11] y estructurados en torno a los principales ejes estratégicos mencionados anteriormente (¶1.2): [11:  	BID (2020). “Índice de Gobernabilidad y Políticas Públicas en Gestión de Riesgo de Desastres (iGOPP). Protocolo de aplicación”. 
El iGOPP ha sido diseñado para evaluar la existencia formal, y por ende comprobable, de una serie de condiciones legales, institucionales y presupuestarias que se consideran fundamentales para que los procesos de GRD puedan ser implementados en un país determinado. Asimismo, los puntajes alcanzados en el iGOPP han permitido calificar sus niveles de condiciones favorables de gobernabilidad para la GRD, los cuales consisten en los siguientes: Sobresaliente (91-100%), Notable (71-90%), Apreciable (41-70%), Incipiente (21-40%), Bajo (0-20%).
Ver: Índice de Gobernabilidad y Políticas Públicas en Gestión de Riesgo de Desastres (iGOPP): Informe nacional: Uruguay (consultado: 05/Sept/2024).] 

1. [bookmark: _Toc179551380]Gobernanza de la gestión del riesgo de desastres
2.16 Uruguay ha evidenciado avances modestos en la actualización de su estructura normativa e institucional para la gestión del riesgo de desastres (GRD). Según los resultados del iGOPP, el país avanzó de un 20,16% (2014) a 29,81% (2019), sin embargo, en ambas aplicaciones el país evidenció un nivel de gobernanza incipiente, mostrando un progreso similar a naciones que son parte del Mercosur. Existen retos pendientes en la normativa de GRD relacionados con la implementación del marco normativo existente y en particular de las acciones de GRD consideradas tanto en la Política Nacional de Gired, así como del Plan Gired, destacándose la necesidad de la integración de la GRD en las políticas de desarrollo y gestión ambiental, y la definición de responsabilidades sectoriales en materia de GRD.
2.17 El análisis de las aplicaciones del iGOPP en Uruguay en 2014 y 2019 se destacan dos componentes por su nivel de avance “apreciable” (Gráfico 1): (i) el marco general de gobernabilidad, con un 53,8% de indicadores cumplidos, gracias a la adopción de nuevas normativas (en particular por el Reglamento de la Ley del SINAE y la Política Nacional de Gired); y (ii) los preparativos para responder a emergencias, con un 39,0% de cumplimiento de los indicadores. Sin embargo, hay áreas como la planificación post-desastre y la protección financiera donde el progreso aún es limitado, indicando la necesidad de enfocarse más en estos aspectos para mejorar la gestión de riesgos en el país (Gráfico 1).
Gráfico No. 1. Componentes de Reforma de Política Pública en GRD iGOPP Uruguay (2014 y 2019)

2.18 En cuanto al desempeño de Uruguay en las fases de política pública sobre GRD, si bien se evidencia un nivel “apreciable” para las fases de “Coordinación y articulación central de la política” y “Definición de responsabilidades territoriales”, lo que respecta a la “Evidencias de progreso en la implementación” y el “Control, rendición de cuentas y participación” permanecen en nivel “bajo”; y si bien la “Definición de responsabilidades sectoriales” en materia de GRD muestra un incremento significativo entre el año 2014 y 2019, esta se encuentra en un “nivel incipiente”, lo cual evidencia los desafíos del SINAE para lograr la implementación del Plan Gired (Gráfico 2). 
Gráfico No. 2. Fases de Política Pública para la GRD 
iGOPP Uruguay (2014 y 2019)

[bookmark: _Toc179551381]
2. Identificación del riesgo
2.19 En Uruguay, los principales actores de la gestión del conocimiento sobre los peligros son: (i) el Instituto Uruguayo de Meteorología (Inumet), encargado del monitoreo meteorológico y climático; y la (ii) la Dirección Nacional de Aguas (DINAGUA) del Ministerio del Ambiente, responsable del uso y control de los recursos hídricos, así como la realización y vigilancia de obras hidráulicas, marítimas y fluviales. Respecto a eventos sísmicos y geológicos, que tienen baja recurrencia y pocos impactos, las instituciones públicas encargada de registrar y generar información sobre este tipo de eventos son la Dirección Nacional de Minería y Geología (DINAMIGE) dependiente del Ministerio de Industria, Energía y Minería, y el Observatorio Geofísico del Uruguay (OGU) que cuenta con una red de 20 sismógrafos en todo el país.
2.20 En Uruguay, la Identificación del Riesgo (IR), según la última aplicación del iGOPP para 2019, alcanza un 25,6% de avance en cumplimiento de indicadores (nivel incipiente), este nivel se justifica en parte por las siguientes razones: (i) el país aún no cuenta con normativa que defina explícitamente una entidad nacional responsable de brindar asistencia técnica y lineamientos a los sectores y a las unidades de gestión territorial para llevar a cabo el análisis del riesgo de desastres.; (ii) la normatividad sectorial y nacional de gestión del riesgo de desastres no establece que cada sector y empresas de servicios públicos son responsables de realizar el análisis del riesgo de desastres en sus respectivos ámbitos de competencias sectoriales; y (iii) no se evidenció para la última aplicación del iGOPP (2019) inversión pública para la realización de análisis de riesgo por parte de instituciones y sectores clave para la GRD. 
2.21 Evaluación de peligros, vulnerabilidad y riesgo. Uruguay, con el apoyo de organismos internacionales, ha realizado diferentes evaluaciones de riesgo considerando sus dimensiones asociadas a los peligros, exposición y vulnerabilidad, como es el caso del apoyo del BID para desarrollar el Perfil de Riesgo de Desastre por Sequía para el sector agropecuario de Uruguay[footnoteRef:12], el cual se complementa con la evaluación de riesgo por inundación en la ciudad de Río Branco en la cuenca del Río Yaguarón. Posteriormente, en el año 2020 se elaboró el documento “Uruguay – Compendio de mapas de riesgo”[footnoteRef:13] el cual se enfoca en cuatro riesgos: incendios forestales, inundaciones, vientos fuertes y sequías. Estas evaluaciones requieren ser complementadas con análisis específicos a nivel de sector e infraestructura crítica, así como evaluaciones en territorios y áreas geográficas expuestas a los peligros relevantes en el país. [12:  	BID (2019) “Perfil de Riesgo de Desastres para Uruguay - NOTA TÉCNICA N° IDB - TN - 01809”. ]  [13:  	Sinae, Mides (2020) “Uruguay – Compendio de mapas de riesgo”. ] 

2.22 Vulnerabilidad socio económica. La vulnerabilidad socioeconómica es un aspecto frecuentemente subestimado en los estudios de riesgo, que suelen priorizar el análisis de los peligros y la vulnerabilidad física, dejando de lado la dimensión humana y los medios de vida. Este enfoque limitado impide una comprensión profunda del incremento de la pobreza multidimensional tras el impacto de los desastres. Para lo anterior, el Monitor Integral de Riesgos y Afectaciones[footnoteRef:14] (MIRA), que es un sistema de información geográfica interinstitucional y de alcance nacional, integra información de población vulnerable socialmente, organizada por núcleo familiar, que se utiliza para la toma de decisiones en materia de gestión de riesgos de desastres. [14:  	Sinae “Monitor Integral de Riesgos y Afectaciones (MIRA)”.] 

2.23 Capacitación pública. La Dirección Nacional de Emergencia (DNE) es actualmente la principal entidad del SINAE que ofrece y lleva a cabo actividades de capacitación en materias que contribuyen con la gestión de riesgo de desastres, capacitando a funcionarios públicos (Ministerios, Departamentos, Municipios, escuelas y ciudadanía en general), ofreciendo cursos virtuales y presenciales, básicos y avanzados, con certificación. Los cursos virtuales se ofrecen en la Plataforma Educativa Virtual del SINAE[footnoteRef:15]. Sin embargo, la alta rotación asociada a los cambios de gestión diluye esta inversión.  [15:  	Sinae (2024) “Informe anual 2023 - Área de Capacitación”.] 

3. [bookmark: _Toc179551382]Reducción del riesgo
2.24 [bookmark: _Hlk156997737]La reducción de riesgos, de acuerdo al marco conceptual de la gestión integral del riesgo de emergencias y desastres definido en la Política Nacional de Gestión integral del riesgo de emergencias y desastres 2019-2030, se refiere a la gestión correctiva y prospectiva del riesgo de emergencias y desastres. En Uruguay, el componente de Reducción de Riesgos (RR) del iGOPP presenta un cumplimiento del 32%, indicando un avance "incipiente". Donde no se observa el cumplimiento de condiciones favorables para la coordinación y articulación central de la política para la reducción de riesgo, tales como que se defina referentes de riesgo aceptable para peligros relevantes, o que exista normatividad que obligue a las entidades públicas a reducir la vulnerabilidad de edificaciones esenciales mediante medidas de reforzamiento. Por otro lado, si bien la Ley que crea el SINAE establece que cada sector es responsable de reducir el riesgo de desastres en el ámbito de sus competencias sectoriales, en la aplicación del iGOPP 2019 no se identificaron asignaciones presupuestarias por parte de los sectores analizados para implementar acciones estructurales y no estructurales para la reducción del riesgo de desastres.
2.25 Descentralización de la reducción de riesgo y su consideración en el ordenamiento territorial y planificación urbana: Uno de los principios del Sistema Nacional de Emergencias establecidos en la Ley N°18.621 que crea el SINAE indica que la reducción de riesgo y la atención de desastres se cumplirá en forma descentralizada, por lo cual corresponde a los Subsistemas el aporte de sus capacidades técnicas y recursos. Adicionalmente, esta ley establece que todas las instituciones públicas responsables de formular y/o ejecutar planes de desarrollo, planes estratégicos sectoriales y/o planes de ordenamiento territorial, sean del ámbito nacional, departamental o local, deberán introducir con carácter obligatorio procesos de planificación, de análisis y de zonificación de peligros y de riesgos, de manera que los objetivos, las políticas, los planes, los programas y los proyectos emergentes de dicho proceso, contengan las previsiones necesarias en términos de acciones y recursos para reducir los riesgos identificados y atender las emergencias y los desastres que ellos puedan generar. Lo anterior se ve reforzado por la Ley N° 18.308 de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible, donde se establece en su Artículo 4 que "El ordenamiento territorial y desarrollo sostenible comprende: La identificación de zonas de riesgo por la existencia de fenómenos naturales o de instalaciones peligrosas para asentamientos humanos." 
4. [bookmark: _Toc179551383]Preparación y respuesta ante desastres
2.26 Este eje, de acuerdo al marco conceptual de la gestión integral del riesgo de emergencias y desastres definido en la Política Nacional de Gestión integral del riesgo de emergencias y desastres 2019-2030, abarca la gestión compensatoria del riesgo de emergencias y desastres. El iGOPP señala un progreso "incipiente" en Preparativos para la Respuesta (PR) con un 39% de cumplimiento, siendo el segundo componente de la GRD con mejor evaluación luego del Marco general de gobernabilidad para la GRD, lo cual evidencia que aún persiste en el país el enfoque de la gestión reactiva al riesgo de desastres. Si bien la normatividad sobre GRD define responsabilidades en materia de preparativos y respuesta para los sectores y los territorios, no se evidencia que los sectores incluyan dichas funciones en sus propios marcos normativos, lo cual redunda en que los mismos no cuenten con elementos esenciales para una respuesta efectiva frente a desastres como son los planes de contingencia o respuesta a desastres. 
2.27 Protocolos Departamentales de respuesta a emergencias:  La DNE del SINAE apoyó durante el año 2022 a los Gobiernos Departamentales para la actualización de sus respectivos protocolos de respuesta, y se realizaron seis ejercicios de simulación regionales para poner a prueba dichos protocolos. 
2.28 Protocolos nacionales. A nivel nacional, se avanzó con los protocolos aprobados durante el año 2023, mediante la Resolución del Ministerio de Ambiente (R.M 1098/2023) del Protocolo para Alerta Temprana por Inundaciones, así como el Protocolo para la actuación ante Eventos de Sequía (R.M 1099/2023).
2.29 [bookmark: _Hlk159924083]El SINAE utiliza el Monitor Integral de Riesgos y Afectaciones (MIRA) para relevar datos sobre eventos de emergencia y generar mecanismos de difusión de información a las personas afectadas y para planificar las acciones de respuesta. El Sistema integra información que aportan los diferentes organismos que integran el SINAE, que facilita la gestión de la respuesta ya que recoge información de la población afectada y los tipos de afectaciones y permite derivar las acciones necesarias por parte de los organismos e instituciones pertinentes, pudiendo realizar un seguimiento de cada una de las solicitudes. 
2.30 La DNE, a través de su Sub Dirección Operativa y Logística, tiene la responsabilidad de la planificación de los procesos de preparación, apoyo a la atención de emergencias y desastres, y el registro y seguimiento de las operaciones de emergencia y desastre en todo el territorio nacional, asegurando el apoyo técnico y operativo a los Centros Coordinadores de Emergencias Departamentales (CECOED) para la implementación de las acciones de soporte frente a situaciones de emergencias y desastres.
2.31 Las declaraciones de emergencia nacional en Uruguay, así como su ámbito de cobertura, temporalidad y las medidas iniciales de acción a adoptar, deben ser realizadas por la Dirección Superior del Sinae, el Poder Ejecutivo, actuando el Presidente de la República en acuerdo con los Ministros competentes por razón de materia, después de lo cual la DNE realizará la difusión de la declaratoria a todos los niveles de gobierno necesarios, a la población en general, a los medios de comunicación masiva y a la comunidad internacional. 
2.32 Sistema de Alerta Temprana (SAT). Desde 2021 funciona el Grupo de Monitoreo de la Situación Hídrica que se reúne y elabora informes mensuales y es integrado por INUMET, DINAGUA, UTE, CTM-SG, OSE, DINAMIGE, INIA, MGAP, liderados por la DNE del Sinae. Si bien existe esta y otras iniciativas de sistema de alerta  temprana frente a inundaciones[footnoteRef:16], estas no cubren a todas las zonas expuestas a este fenómeno. Además, hay una carencia de estaciones modernas para el monitoreo de fenómenos climáticos en tiempo real, y no existen radares climáticos que cubran a todo el territorio nacional. El país cuenta con 15 estaciones meteorológicas automáticas, mientras la Organización Meteorológica Mundial (OMM) recomienda para un país como Uruguay tener 300 de este tipo de estaciones para garantizar un monitoreo confiable (OMM,1994). Por otro lado, el país está trabajando en la creación de la Mesa de Análisis de la Situación Hídrica (MASHí), impulsado por el MGAP. el Plan Nacional de Aguas considera la importancia de contar con un Sistema de Alerta Temprana (SAT) para sequías, pero todavía no se ha logrado operativizar dicho sistema. En este sentido, hay un consenso a nivel de las entidades públicas nacionales relevantes acerca de que los principales retos para la operativización del SAT para sequías incluyen: (i) el fortalecimiento de la coordinación entre las entidades responsables; (ii) la generación e integración de los datos y ampliación de la red de monitoreo; y (iii) la mejora de la predicción climática a mediano y largo plazo, a fin de que los productores tomen medidas para garantizar la productividad agropecuaria y ganadera.  [16:  	Por ejemplo, en Artigas, en la cuenca binacional del río Cuareim, y en Durazno, en la Cuenca del río Yí.] 

2.33 Comunicación y capacitación comunitaria: La DNE cuenta con una línea de sensibilización sobre GRD en escuelas rurales iniciada en 2017, en las cuales se trabaja sobre los riesgos más comunes en Uruguay identificando los riesgos de cada escuela y del hogar, profundizando cómo actuar en caso de que ocurra una emergencia y se realiza un simulacro de evacuación. Como material de consulta se le entrega a cada familia una “Guía familiar para la reducción de riesgos”, lo cual se complementa con materiales educativos (Recursos Educativos Abiertos) disponible en la plataforma del Plan Ceibal, basados en la “Guía familiar para la reducción de riesgos” elaborada por la DNE del SINAE. 
2.34 [bookmark: _Hlk157292755][bookmark: _Hlk157000016]Planificación de la Recuperación Post-Desastre. En Uruguay este eje, de acuerdo al marco conceptual de la gestión integral del riesgo de emergencias y desastres definido en la Política Nacional de Gestión integral del riesgo de emergencias y desastres 2019-2030, corresponde a recuperación, reconstrucción y medios de vida. La misma registra el menor nivel de cumplimiento, con solo el 7,5% de los indicadores del iGOPP, situación similar al resto de los países por lo relativamente nuevo de este proceso de la GRD. El progreso identificado se atribuye a que la Ley N°18.621 que crea el SINAE incorpora la recuperación post-desastre como una responsabilidad del Estado, estableciendo que la recuperación de medios de vida es un propósito de la recuperación post-desastre y estableciendo esquemas institucionales para la coordinación de la reconstrucción. Asimismo, el país está trabajando, en coordinación con el Programa de las Naciones Unidas para el desarrollo (PNUD), en la elaboración de un plan de recuperación para la capital del país, la ciudad de Montevideo.Sin embargo, queda pendiente una mayor definición de responsabilidades sectoriales y territoriales en esta materia, ni en la implementación efectiva de planes de recuperación elaborados de manera ex ante.
5. [bookmark: _Toc179551384]Protección del riesgo financiero
2.35 La protección del riesgo financiero ante desastres es un eje estratégico que incluye el desarrollo y adopción de instrumentos financieros de forma ex ante para reducir el riesgo y fortalecer la resiliencia financiera en casos de desastre. Como parte de la gestión financiera del riesgo se encuentran instrumentos de protección financiera tales como: (i) fondos de reserva y movilización de recursos presupuestarios; (ii) líneas de crédito contingente; y (ii) seguros y reaseguros. El actor público clave de esta temática es el Ministerio de Economía y Finanzas (MEF).
2.36 La Protección Financiera (PF) dentro de la GRD en Uruguay, tiene un limitado avance, con solo el 21% de cumplimiento en el iGOPP, que evidencia un nivel de gobernanza “incipiente”, lo cual está respaldado por el hecho que la Ley 18.621 que crea el SINAE establece el Fondo Nacional para la Prevención y la Atención de Desastres, así como el diseño de una estrategia de gestión financiera del riesgo de desastre (la cual aún no ha sido elaborada) y por los avances del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca (MGAP) en materia de gestión financiera del riesgo de desastres. 
2.37 El etiquetado presupuestario integral para el clima y desastres en Uruguay[footnoteRef:17] evidencia que las contribuciones para la reducción del riesgo de desastres constituyen en promedio solo el 0,74% del gasto presupuestario total. Dicha inversión resulta limitada para atender las necesidades de GRD en los territorios donde se evidencian los mayores niveles de riesgo. Esto se explica porque: (i) si bien la Ley 18.621 crea el Fondo Nacional para la Prevención y la Atención de Desastres, este aún no ha sido reglamentado, por lo que no está en funcionamiento; (ii) la ley del SINAE también establece la inclusión de la gestión de riesgos de desastres en la inversión pública, aunque falta adecuar la normativa específica del Sistema Nacional de Inversión Pública (SNIP) y desarrollar guías específicas por sector y tipología de proyectos que orienten en este proceso a sectores y entidades territoriales; y (iii) el país no cuenta con un clasificador o con un etiquetador presupuestal en reducción del riesgo y adaptación al cambio climático, lo cual dificulta rastrear el gasto e inversión en esta temática y realizar análisis costo-beneficio que permitan monitorear y evaluar la eficiencia y eficacia de esta política pública. [17:  	UNDRR (2023) “Budget tagging for Disaster Risk Reduction and Climate Change Adaptation: Guide for design and taxonomy”.] 

2.38 [bookmark: _Hlk159924908]Avances en el etiquetado del gasto referente a los fondos destinados a cambio climático y a la gestión del riesgo de desastres: La Contaduría General de la Nación (CGN), que es el organismo técnico responsable en materia presupuestal y contable, encargado de diseñar, coordinar y controlar el proceso presupuestario y la contabilidad del sector público, ha avanzado en el marco del Préstamo Contingente para Emergencias por Desastres Naturales y de Salud Pública (UR-O1157) en definir una hoja de ruta para el etiquetado del gasto referente a los fondos destinados a cambio climático y a la gestión del riesgo de desastres. En dicha hoja de ruta se establecen las metas a cumplir con la finalidad de desarrollar unos etiquetadores del gasto ex ante (para identificación del riesgo, reducción del riesgo de desastres y preparativos para la respuesta) y ex post (de emergencia, rehabilitación y reconstrucción). Se prevé que para fines de 2025 el país cuente con estos etiquetadores ya desarrollados.
[bookmark: _Toc179551385]D. 	Acciones del Banco en el Sector
2.39 Desde el 2014, el Banco inició un diálogo sectorial con Uruguay a través de asistencia técnica. En la medida que el marco normativo e institucional para la gobernanza de la gestión del riesgo en el país se fue fortaleciendo, el Banco ha profundizado su colaboración con el país en esta materia mediante diversas operaciones de cooperación técnica, como se observa en el Cuadro 2.
Cuadro 2. Acciones Banco en materia de GRD. Uruguay (2008– 2023)
	Año
	Acción
	Detalle / Financiamiento

	2014
	Análisis de los resultados e impactos de las reformas políticas nacionales e institucionales en materia de Gestión del Riesgo de Desastres (GRD)
	El Banco financió mediante la Cooperación Técnica RG-T2064: Actualización de la metodología del Índice de Gestión del Riesgo de Desastres (IGR) la primera aplicación del iGOPP de Uruguay.

	2016
	Apoyo a la respuesta a emergencia y desastre
	El Banco asistió a la población afectada por desastres mediante las Cooperaciones Técnicas de Emergencia UR-T1148: Asistencia para emergencia por inundaciones en Uruguay; y UR-T1151: Apoyo a la emergencia por tormentas e inundaciones. 

	2016
	Elaboración de perfil de riesgo de desastres
	Con el financiamiento de la Cooperación Técnica Regional RG-T2759: “Perfil de Riesgo de Desastres para Bahamas, Uruguay y Región Trifinio” se realizó el primer perfil de riesgo de Uruguay, con el objetivo de incluir sus resultados en la estrategia de país y el programa operativo de Uruguay.

	2018
	Apoyo para el diseño e implementación de un Sistema de Información sobre Sequías
	Con asistencia técnica del Banco, a través de la Cooperación técnica RG-T3308 “Diseño e Implementación Inicial de un Sistema de Información sobre Sequías para el sur de América del Sur – SISSA” Uruguay fortaleció sus capacidades para monitorear las sequías.

	2019
	Asistencia técnica para el desarrollo de productos de conocimiento
	Con asistencia técnica del Banco, a través de la Cooperación técnica RG-T3577: Investigación aplicada, innovación y difusión para fortalecer la resiliencia en América Latina y el Caribe, se actualizó el iGOPP de Uruguay. 

	2019
	Apoyo para el diseño de un Sistema de Información para la Gestión del Riesgo de Incendios Forestales.
	Con el apoyo del Banco, a través de la Cooperación Técnica Regional RG-T4391 “Diseño e implementación de un Sistema de Información para la Gestión del Riesgo de Incendios Forestales en el sur de Sudamérica (SIGRIFSA)”

	2024
	Financiación de acciones para consolidar la gobernanza de la gestión del riesgo de desastres en Uruguay a nivel nacional y local, a través de asistencia técnica, estudios, capacitación y desarrollo de herramientas para el mejoramiento del Sistema de Alerta Temprana (SAT) hidrometereológico.
	Banco apoyó a través de la Cooperación Técnica UR-T1314: Fortalecimiento de la gobernanza de la Gestión del Riesgo de Desastres (GRD) y Actualización del Sistema de Alerta Temprana (SAT) en Uruguay


2.40 Además de las acciones incluidas en el cuadro anterior, donde se presentan acciones cuyo objetivo principal es la gestión del riesgo de desastres, existen otras acciones que ha apoyado el Banco que, a pesar de tener objetivos más amplios, contribuyen con la gestión del riesgo de desastres como las que se indican a continuación: 
a. Programa de Apoyo a Reforma de Políticas en Recursos Hídricos y Residuos Sólidos (UR-L1195) aprobado en 2023, cuyo objetivo general es contribuir a la seguridad hídrica y la sostenibilidad ambiental en Uruguay con foco en la circularidad, adaptación y mitigación al Cambio Climático (CC). Los objetivos específicos son: (i) mejorar la gestión de los Recursos Hídricos (RH) y la calidad de los servicios de agua mediante el aumento de la resiliencia ante eventos extremos; y (ii) fortalecer la gestión de residuos sólidos con un enfoque de economía circular. 
b. Programa de Integración Social y Urbana en Uruguay (UR-L1188) aprobado en 2024, cuyo objetivo general es contribuir a la reducción de las barreras de integración sociourbanas en las Áreas Precarias (AP) de Uruguay. Los objetivos específicos son: (i) fortalecer las capacidades de gestión de la Dirección Nacional de Integración Social y Urbana (DINISU); (ii) mejorar el acceso al hábitat adecuado en Asentamientos Irregulares; (iii) mejorar el acceso a soluciones habitacionales adecuadas en AP; y (iv) promover el desarrollo socioeconómico de los hogares residentes en AP.
III. [bookmark: _Toc179551386]EL PGIRDN DE URUGUAY
A. [bookmark: _Toc179551387]Objetivo y descripción
3.1 El objetivo general del PGIRDN es apoyar los esfuerzos del Estado de Uruguay dirigidos a hacer efectiva su Política Nacional de Gestión Integral del Riesgo de Emergencias y Desastres al 2030. El PGIRDN descansa en los siguientes cinco ejes estratégicos: (i) la gobernanza de la gestión del riesgo de desastres; (ii) la identificación del riesgo; (iii) la reducción de riesgos; (iv) la preparación y respuesta ante desastres; y (v) la protección del riesgo financiero. Dado los avances y desafíos descritos anteriormente (Sección II. C.) y teniendo en consideración las acciones del Banco en el sector, el Estado de Uruguay identificó para cada uno de los ejes los objetivos a mediano plazo del primer quinquenio de vigencia del Préstamo Contingente modificado (UR-O1166), y las metas o indicadores (anuales) de corto plazo para el monitoreo regular de avance por parte del Banco (ver Anexo 1). 
[bookmark: _Toc179551388]B.	Elegibilidad y validez 
3.2 Para recibir financiamiento a través de la CCF para emergencias por desastres naturales, el país debe tener vigente un PGIRDN satisfactorio para el Banco. Uruguay cuenta con un PGIRDN vigente y satisfactorio para el Banco, por lo que cumple con este requerimiento de elegibilidad. Este documento constituye el PGIRDN actualizado e incluye las metas de mediano plazo del país, así como los indicadores de progreso del país para el primer año de vigencia del Préstamo Contingente UR-O1166 en los principales componentes de la GRD, incluyendo consideraciones de género, en línea con las prioridades de acción del Marco de Sendai para la Reducción del Riesgo de Desastres 2015-2030 suscrito por Uruguay. 
C. [bookmark: _Toc179551389]Monitoreo y evaluación
3.3 Durante el período de vigencia del contrato de préstamo UR-O1166, el Banco realizará una evaluación anual del PGIRDN para determinar si éste avanza de manera satisfactoria, sobre la base de los indicadores establecidos para ese propósito. El avance satisfactorio del PGIRDN permitirá mantener la elegibilidad del país para tener acceso a los recursos del financiamiento contingente en caso de ocurrencia de un evento elegible. Como parte de cada evaluación anual, el Banco y el gobierno de Uruguay acordarán los indicadores de progreso para la siguiente evaluación del PGIRDN. Para fines de la primera evaluación del PGIRDN, los ejes estratégicos, los resultados esperados y los indicadores de progreso por eje estratégico se presentan en el Apéndice A de este documento.
3.4 En el caso que la evaluación anual no fuese satisfactoria, el Banco solicitaría al Estado de Uruguay las acciones necesarias en un plazo no mayor de 90 días calendarios, para lograr su cumplimiento satisfactorio. En caso de que al cabo de este período el Banco verifique que no se han remediado las insuficiencias detectadas, podrá mediante notificación explícita al Estado de Uruguay, suspender la elegibilidad para desembolsos del préstamo UR-O1166, hasta tanto se resuelva la situación anotada, a satisfacción del BID.

[bookmark: _Toc179551390]Apéndice A: UR-O1166: Objetivos estratégicos del PGIRDN e indicadores del primer año 

	Eje estratégico
	Objetivos estratégicos 2025-2030
	Alineación con los ejes estratégicos de la Política Nacional de Gestión Integral del Riesgo de Emergencias y Desastres en Uruguay (2019-2030)
	Indicadores de avance para el primer año de vigencia del contrato de préstamo UR-O1166
	Comentarios / Justificación

	Gobernanza de la gestión de riesgo de desastres
	1.a   Fortalecimiento de la implementación de la Política Nacional de Gestión Integral del Riesgo de Emergencias y Desastres (2019 – 2030) y del Plan Nacional de Gestión Integral del Riesgos de Emergencias y Desastres en Uruguay – Plan Gired.
	N/A
	1.1. Elaboración de un nuevo Plan Nacional de Gestión Integral del Riesgos de Emergencias y Desastres en Uruguay – Plan Gired,  incluyendo consideraciones de equidad de género y la inclusión de grupos vulnerables.

Verificable: Plan Nacional de Gestión Integral del Riesgos de Emergencias y Desastres en Uruguay.

Responsable: Dirección Nacional de Emergencia del Sinae.
	El Plan Gired fue presentado el año 2021 durante la cuarta Semana de la Reducción de Riesgos organizada por la Dirección Nacional de Emergencias, en el cual se destaca que el objetivo general de este plan es implementar la Política Nacional de Gestión Integral del Riesgo de Emergencias y Desastres en Uruguay para el periodo 2020-2025.
Lo anterior, y en línea con el literal B) del Art 12 del Reglamento de la Ley 18.621 que crea el Sinae, se indica sobre el Plan Nacional de Gestión Integral y Reducción del Riesgo de Desastres, que “Su aprobación corresponde al Poder Ejecutivo y su formulación a la Junta Nacional de Emergencias y Reducción de Riesgos, con el apoyo técnico de la Dirección Nacional de Emergencias. El Plan Nacional será acotado a los períodos de Gobierno Nacional y Presupuesto Quinquenal”. Considerando que a inicios del año 2025 iniciará un nuevo periodo de gobierno, será necesario revisar y/o actualizar dicho plan según lo establece el marco normativo del Sinae.


	
	
	
	
	

	
	
	Eje Estratégico 1: Producción y gestión de conocimiento e información.
	1.2. Funcionamiento de las Comisiones asesoras técnicas y operativas del Sinae

Verificable: Acta de sesiones, actividades o productos desarrollados por al menos 3 comisiones asesoras técnicas y/o operativas.

Responsable: Dirección Nacional de Emergencias.
	Desde el año 2019 el Sinae cuenta con varias comisiones asesoras técnicas y operativas, las cuales han sido establecidas por Decreto, las cuales tienen por objetivo facilitar la implementación de los procesos de la gestión integral del riesgo de emergencias y desastres. Algunas de estas comisiones son: el Comité Nacional de Seguridad de Presas; la Mesa de Análisis de Incendios Forestales (MAIF), el Grupo de Monitoreo de Situación Hídrica, el Grupo de Trabajo de Daños y Pérdidas; Mesa de análisis de sustancias peligrosas (MASPEL) .
Para la consecución de los objetivos de estas comisiones, se debe asegurar que las mismas se reúnan, desarrollen las actividades y productos para que lo que fueron constituidas y así contribuir en la implementación de la Política Nacional de Gestión Integral del Riesgos de Emergencias y Desastres en Uruguay (2019 – 2030)


	
	1.b  Transversalización de la gestión del riesgo de desastres en los sectores y territorio nacional.
	Eje estratégico 3: Articulación sistémica con planes de desarrollo y políticas nacionales, departamentales e internacionales.

Objetivo específico N°3.1: Articulación con políticas existentes
	1.3. Incorporar la RRD y la Gired en la normatividad, políticas y/o planes de las empresas públicas del país.

Verificable: Normatividad, políticas y/o planes operativos de al menos 3 empresas públicas del país que defina funciones o actividades de RRD y Gired.

Responsable: Dirección Nacional de Emergencias.

	Acorde a lo establecido en la ley 18.621 y su reglamento es necesario incorporar en el ámbito de las competencias de la administración central, entes autónomos y demás organismos, la definición de funciones y actividades acordes para la prevención, mitigación, atención, rehabilitación de servicios y recuperación de emergencias y desastres, y reflejar las mismas en los presupuestos respectivos.

	Identificación de riesgos
	2.    Fortalecimiento del proceso de estimación del riesgo de desastres en el ámbito nacional y local 

	Eje estratégico 1. Producción y gestión de conocimiento e información.

Objetivo específico N° 1.2: Estimación de riesgos.
	2.1   2.1    Desarrollar un análisis preliminar sobre la vulnerabilidad y exposición a peligros diversos, incluyendo potenciales impactos del cambio climático, de los servicios e infraestructura que incluya la información de los organismos integrantes del Sinae.

Verificable: Informe sobre la vulnerabilidad y exposición a peligros de servicios e infraestructura que incluya al menos uno de los Ministerios que son parte de la JNERR.

Responsable:	Dirección Nacional de Emergencias.

	Considerando que entre las funciones de la Junta Nacional de Emergencias y Reducción de Riesgos (JNERR), se destacan la de:  Adoptar medidas para reducir la vulnerabilidad y fortalecer las Capacidades y Plantear estudios de identificación y evaluación de riesgos, es necesario que la JNERR conozca los servicios e infraestructura pública del país expuesta a peligros de origen natural, lo cual informe las acciones y decisiones de la JNERR. 
Por lo anterior, remitir a la JNERR un informe de peligros de origen natural, socio naturales, tecnológicas y antrópicas, incluyendo potenciales impactos del cambio climático, así como estudios de vulnerabilidad o exposición de las diferentes instituciones integrantes del Sinae en el ámbito de sus competencias, permitirá que la JNERR cumpla con las funciones establecidas en la normatividad nacional.

	
	
	Eje estratégico 2: Cultura de gestión de riesgos y comunicación.

Objetivo específico N°2.1: Promoción y consolidación de actitudes preventivas basadas en la percepción y comprensión del riesgo.
	2.2   Desarrollar actividades comunitarias de sensibilización sobre gestión del riesgo de desastres a nivel local.

Verificable: Al menos 8 instancias de capacitación/sensibilización sobre gestión del riesgo de desastres realizadas en comunidades.

Responsable: Dirección Nacional de Emergencias.

	El involucramiento de la comunidad para identificar y gestionar los riesgos en su territorio es fundamental para promover una cultura de prevención, ya que son ellos los que mejor conocen su territorio, los eventos pasados y los efectos de estos en el bienestar de la comunidad.
Por lo anterior, es una buena práctica que las autoridades, desarrollen materiales y promuevan actividades comunitarias para que los miembros de la comunidad identifiquen los riesgos existentes, entiendan los potenciales impactos del cambio climático en dichos riesgos, acuerden las formas de reducirlos o bien prepararse para responder frente a posibles emergencias que puedan presentarse en la comunidad.

	
	
	Eje estratégico 2: Cultura de gestión de riesgos y comunicación.

Objetivo específico N°2.2: Educación para la transformación y la cultura preventiva.
	2.3   Implementar un programa de formación de formadores en la Plataforma Educativa Virtual del Sinae que genere una base de educadores en Gired.

Verificable: Informe sobre cursos de formación realizados, que incluya la cantidad e identificación de las personas capacitadas según su género y edad.

Responsable: Dirección Nacional de Emergencias.	
	Resulta una buena práctica para el fortalecimiento de capacidades en materia de gestión del riesgo de desastres que el país cuente con programas, materiales y estrategias de capacitación en las diferentes materias del riesgo de desastres.
La Dirección Nacional de Emergencias ha avanzado en el desarrollo de la Plataforma Educativa Virtual del Sinae y la manera de expandir su alcance y uso hace necesario aumentar la base de facilitadores de los materiales de capacitación disponibles, por lo cual se espera conformar un grupo multidisciplinario de personas formadas en Gired para realizar el efecto multiplicador a nivel de todas las instituciones de formación y capacitación. Construir una base de datos con las personas capacitadas en el país y en el exterior en Gired, de forma de facilitar la incorporación de experiencias nacionales e internacionales.

	Reducción de Riesgos
	3.a. Promoción del desarrollo de instrumentos para la planificación y asignación de recursos para la reducción del riesgo de desastres
	Eje estratégico 4: Gestión prospectiva

Objetivo específico N°4.2: Planificación nacional del desarrollo con criterios de Gired
	3. Establecer lineamientos para la planificación prospectiva común a todos los niveles del Sinae en el marco de la Caja de Herramientas del Sinae.

Verificable: Informe que dé cuenta de los aspectos sobre GIR que incorpora OPP en sus diferentes evaluaciones a proyectos de inversión pública/privada a ser implementados en el país. 

Responsable: Dirección Nacional de Emergencias.

	La incorporación de la gestión integral del riesgo de desastres en la planificación de los diferentes sectores e instituciones del sector público que forman parte del Sinae, se ve facilitada cuando se cuentan con lineamientos comunes que contribuyan tanto a la asignación de recursos, así como a la rendición de cuentas y reportabilidad de las acciones de reducción de riesgo de desastres que desarrollen las mismas.
Lo anterior, resulta aún más relevante cuando se evidencia en lo difícil que resulta identificar la asignación de recursos para financiar actividades de reducción del riesgo de desastres que puedan ser identificados a través de instrumentos de clasificación presupuestal.

	
	
	Eje estratégico 4: Gestión prospectiva

Objetivo específico N° 4.3: Normalización y estándares
	3. Emitir una circular que oriente a los sectores a utilizar la guía de identificación del gasto público en gestión integral del riesgo y cambio climático.

Verificable: Circular emitida por la CGN para el uso de la Guía de identificación del gasto público en gestión integral del riesgo y cambio climático.

Responsable: MEF (CGN)


	Actualmente Uruguay no cuenta instrumentos que faciliten la identificación de la asignación presupuestaria y el gasto público en materia de cambio climático, por lo cual contar con estos permitirá evaluar la implementación de las políticas públicas sobre cambio climático y gestión del riesgo de desastres, facilitando el seguimiento, planificación y rendición de cuentas en estos temas.

	
	3.b  Identificación de infraestructura crítica para la reducción del riesgo de desastres
	Eje estratégico 5: Gestión correctiva del riesgo de emergencias y desastres

Objetivo específico Nº 5.2: Protección de actividades económicas y servicios vitales
	3. Mapeo de las infraestructuras críticas y servicios esenciales.

Verificable: Informe que dé cuenta del estado de situación respecto al avance en el mapeo de infraestructuras críticas del país..

Responsable: Dirección Nacional de Emergencia
	El Anexo al Decreto 044/018 de 26 de febrero de 2018, "Plan Nacional de Protección de Activos e Infraestructuras Críticas contra amenazas o acciones terrorista", define el concepto de Infraestructuras Críticas como "las Infraestructuras Estratégicas cuyo funcionamiento es indispensable y no permite soluciones alternativas.", siendo consideradas Infraestructuras Estratégicas, "aquellas sobre las que descansa el funcionamiento de los servicios esenciales".
Por otra parte, en base a la referencia establecida en la Política Nacional de Gired, es relevante que cada institución informe a la JNERR de sus correspondientes infraestructuras críticas, servicios vitales nacionales, sectoriales y departamentales.
En base a la identificación de la infraestructura crítica del país que se encuentra expuesta a peligros, será posible avanzar en contar con normatividad que obligue a las entidades públicas a reducir la vulnerabilidad de estas, así como que la normatividad que regula los aspectos técnicos de construcciones de este tipo de infraestructura defina parámetros de diseño especiales para las mismas.

	Preparación y Respuesta a Desastres
	4.a  Desarrollo de instrumentos de política para la preparación y respuesta a emergencias y desastres.
	Eje estratégico 6: Gestión compensatoria del riesgo de emergencias y desastres

Objetivo específico Nº 6.1: Desarrollo e implementación de planes de respuesta
	4.1   Actualizar el Protocolo de Coordinación General de la Respuesta ante emergencias y desastres de Uruguay. 

Verificable: Protocolo de Coordinación General de la Respuesta de Uruguay actualizado y publicado en el sitio web del Sinae.

Responsable: Dirección Nacional de Emergencia.

	El “Protocolo de Coordinación General del Sistema Nacional de Emergencias durante la Respuesta a Emergencias y Desastres Súbitos” es un instrumento normativo que define el marco general de la gobernabilidad de la respuesta del SINAE y regula la organización y la secuencia de responsabilidades, acciones y procedimientos que debe adoptar el Estado uruguayo para responder a una emergencia o desastre. El Protocolo vigente data de 2015. 

	
	
	
	4.2   Nuevo Plan General de acción para la prevención, alerta y Respuesta a incendios forestales y de campo del Uruguay. 

Verificable: Plan General de acción para la prevención, alerta y Respuesta a incendios forestales y de campo.

Responsable: Dirección Nacional de Emergencia, Dirección Nacional de Bomberos y MGAP.

	Es un Plan elaborado para prevenir la aparición de focos ígneos, y alertar y responder rápidamente si se producen, evitando que se transformen en incendios forestales de magnitud. El propósito del Plan es establecer los mecanismos de coordinación entre todos los recursos disponibles del Estado y la Sociedad Civil Organizada, 

	
	
	
	4.3   Establecer una Guía para la realización de Planes de preparación, atención o respuesta a emergencias y desastres en el marco de la Caja de Herramientas del Sinae.

Verificable: Guía para la realización de Planes de preparación, atención o respuesta a emergencias y desastres

Responsable: Dirección Nacional de Emergencia.

	Como lo establece el marco normativo del Sinae, le corresponde a la Dirección Superior del Sinae aprobar las Guías de Planificación, por lo cual,  proveer una Guía para la realización de Planes de preparación, atención o respuesta a emergencias y desastres, facilitará que los diferentes sectores e instituciones elaboren sus respectivos planes.

	
	
	
	4.4   Establecer Planes de Continuidad de Operaciones correspondientes a sectores o servicios esenciales a nivel nacional y departamental.
 
Verificable: Al menos 1 Plan de Continuidad de Operaciones de sectores o servicios esenciales elaborado.
 
Responsable:	Dirección Nacional de Emergencia y sectores o servicios esenciales respectivos

	Todos los sectores que brindan servicios esenciales deberían contar con Planes de Continuidad de Actividades y Operaciones. La coordinación interinstitucional a nivel del Sinae para asegurar esa continuidad en casos de emergencia o desastre, es fundamental y la elaboración de estos planes constituye una herramienta esencial. En términos generales el sector Transporte y Obras Públicas, Salud, Ganadería Agricultura y Pesca, Educación, Energía, Agua y Saneamiento, Trabajo, Industria, Comunicaciones y Turismo deberían contar con Planes de Continuidad de servicios. Lo mismo debe aplicar a las empresas de servicios públicos.
Si bien la Ley N° 18.621, que crea el Sinae no considera que cada sector es responsable de elaborar su plan de emergencia o contingencia, el decreto que reglamenta la ley en su art. 5, referido a la Administración Central (que congrega a los distintos ministerios integrantes del Poder Ejecutivo de la República) en su lit. C, establece "Elaborar, implementar y actualizar planes de emergencia y continuidad de operaciones y servicios. Los mencionados planes serán presentados a la Junta Nacional de Emergencias y Reducción de Riesgos y actualizados con una periodicidad que establecerá la misma”, a pesar de lo anterior en la aplicación del iGOPP 2019 se evidencia que ninguno de los 10 sectores analizados contaba para ese año con planes de emergencia o contingencia.

	
	
	
	4.5   Publicación de la Guía para la Incorporación de una Perspectiva de Género Interseccional en los Protocolos de Respuesta Departamental 
 
Verificable: Guía publicada en página web de SINAE
 
Responsable: Dirección Nacional de Emergencia
	En respuesta a la necesidad identificada por el SINAE para integrar una perspectiva de género en los Protocolos de Respuesta Departamentales (PRD), se desarrolló, con asistencia técnica del BID, la Guía para la Incorporación de una Perspectiva de Género Interseccional en los Protocolos de Respuesta Departamental de Uruguay. La elaboración de esta guía se basó en un análisis exhaustivo de los 19 PRD que constituyen el instrumento de política pública encargado de organizar la comunicación y coordinación entre las instituciones implicadas en la planificación y respuesta ante emergencias por eventos climáticos y de salud en Uruguay. Además, se llevaron a cabo talleres participativos con referentes de cada departamento y se realizó una revisión de la normativa nacional e internacional en materia de desastres y género. Este enfoque metodológico permitió identificar brechas y necesidades específicas y desarrollar herramientas prácticas para la integración efectiva de la perspectiva de género en la respuesta a emergencias.


	
	


4.b  Fortalecimiento de los preparativos y sistema de alerta temprana hidrometeorológica en el país
	Eje estratégico 6: Gestión compensatoria del riesgo de emergencias y desastres

Objetivo específico Nº 6.4: Estrategias específicas de preparación y respuesta
	4.7   Desarrollar un plan de trabajo de capacitación que incluya entrenamientos, simulaciones y simulacros para fortalecer las capacidades de respuesta a frente a emergencias y desastres.

Verificable: Al menos dos ejercicios de simulación o simulacro realizados.

Responsable: Dirección Nacional de Emergencia.

	El Decreto 065 reglamentario de la Ley N° 18.621 de creación del Sistema Nacional de Emergencias (SINAE) establece en el art. 16 (Instrumentos de la gestión compensatoria), lit. H: "Programa de ejercicios de simulación y simulacro. La Dirección Nacional de Emergencias propondrá y coordinará un programa de ejercicios de simulación y simulacro a nivel nacional, regional y departamental. Este programa será sin perjuicio, de la realización de este tipo de ejercicios por parte de otros organismos en el ámbito de sus competencias, así como de aquellos que se efectúen en el marco de compromisos asumidos por el país en diferentes materias". 
Por lo anterior, este programa coordinado por la Dirección Nacional de Emergencia asegurará la integración institucional a la capacitación para la respuesta a emergencias y desastres. Pudiendo considerar las actividades de capacitación en modalidad presencial y a distancia, la realización de entrenamientos, así como de simulaciones y simulacros (ejercicios en aulas y en el terreno), que permitan evaluar y mejorar los planes existentes.

	
	
	Eje estratégico 1: Producción y gestión de conocimiento e información

Objetivo específico N° 1.2: Estimación de riesgos
	4.8   Desarrollar y protocolizar un Sistema de Alerta Temprana (SAT) para eventos hidrometeorológicos basado en los insumos de las diferentes instituciones que realizan vigilancia y pronóstico de estos fenómenos que pueden provocar emergencias o desastres.

Verificable: Protocolos oficializados entre la Dirección Nacional de Emergencia con INUMET, DINAGUA del Ministerio del Ambiente y UTE.

Responsable: Inumet, DINAGUA, Dirección Nacional de Emergencias
	Son varias las instituciones responsables de la vigilancia y advertencia sobre fenómenos hidrometeorológicos que pueden desencadenar emergencias o desastres. Según el origen de la peligrosidad en cuestión, pueden ser una o varias las instituciones las encargadas de la observación, monitoreo y pronóstico. Siendo siempre el Sinae a través del Sistema Nacional de Alertas Tempranas (Literal E del Art. 16 y Art. 31 del Decreto N° 65/020), la responsable para emitir las alertas a las comunidades en riesgo e instituciones.
Por ejemplo, la responsabilidad del monitoreo de peligros hidrometeorológicos corresponde a INUMET, DINAGUA del Ministerio del Ambiente, UTE y/o Comisión Técnico-Mixta de Salto Grande.
Por lo anterior, se requiere la coordinación, acciones conjuntas e intercambio de información entre las instituciones vinculadas con el monitoreo de fenómenos hidrometeorológicos a fin de que la Dirección Nacional de emergencia cuente con la información necesaria para emitir las alertas cuando sea necesario.

	Protección del riesgo financiero
	5.    Fortalecimiento de la estrategia de gestión financiera para la GRD en Uruguay
	Objetivo estratégico 3: Articulación sistémica con planes de desarrollo

Objetivo Específico N°3.3:  Estrategia de gestión de recursos para el riesgo de emergencias y desastres

Objetivo Específico N°3.5: Rendición de cuentas, control y auditorías
	5.1 Finalizar la implementación de la hoja de ruta para el desarrollo de etiquetadores del gasto en gestión integral del riesgo de desastres, incluyendo cambio climático. En 2025, se avanzará con los objetivos 4 y 5 establecidos en la misma:

Objetivo 4 – Propuesta de implementación de registro de gastos.
Verificable: Plan de acción para el presupuesto y propuesta de normativa legal de ser requerido.

Objetivo 5 – Sistematización del registro de los gastos en cambio climático y/o desastres.
Verificables: 
· Instructivo de CGN para la sistematización de información.
· Capacitaciones impartidas a los Incisos.
· Sistemas informáticos de registro presupuestal adaptados.

Responsable: MEF/CGN

	El propósito de la hoja de ruta es fortalecer la capacidad institucional del país para priorizar y asignar recursos a programas, proyectos y actividades de inversión que promuevan la resiliencia frente al cambio climático y los desastres naturales, así como la capacidad de respuesta ante emergencias, ajustados a la Política Nacional de Gestión del Riesgo de Emergencias y Desastres.
La implementación de la hoja de ruta establece un plan de acción a llevar a cabo en el próximo presupuesto en dónde se pretende establecer los lineamientos para el registro de gastos asociados al cambio climático y gestión de riesgo de desastres a nivel normativo y su consecuente adaptación de los sistemas. A dichos efectos se planifica impartir capacitaciones a los Incisos.

	
	
	
	5.2 Expansión de la cobertura financiera ex ante para inundaciones e incendios forestales, fenómenos exacerbados por los efectos del cambio climático.

Verificable: Contrato modificatorio del préstamo contingente del BID entra en vigor. 

Responsable: Ministerio de Economía y Finanzas (MEF/OM).
	Teniendo en cuenta el impacto del cambio climático en factores hidrometereológicos que exacerban las afectaciones por fenómenos como inundaciones e incendios forestales, la expansión de la cobertura del préstamo contingente bajo la Modalidad I de la CCF.  

	
	
	
	5.3 Instrumentos de gestión de riesgos para el sector agropecuario 

Verificable: Reporte de gestión de programas de seguros agropecuarios. 

Responsable: Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca (MGAP).
	Programas de gestión del riesgo y seguros agropecuarios apoyados por el MGAP.



2014	
Marco general de gobernabilidad para la GRD	Identificación y conocimiento del riesgo	Reducción del riesgo 	Preparativos para la respuesta	Planificación de la recuperación post-desastre	Protección financiera	48.67	12.22	27.16	21.51	5	6.41	2019	
Marco general de gobernabilidad para la GRD	Identificación y conocimiento del riesgo	Reducción del riesgo 	Preparativos para la respuesta	Planificación de la recuperación post-desastre	Protección financiera	53.83	25.56	32	38.99	7.5	21	



2014	
Coordinación y articulación central de la política	Definición de responsabilidades sectoriales	Definición de responsabilidades territoriales	Evidencias de progreso en la implementación	Control, rendición de cuentas y participación	19.440000000000001	11.02	42.22	5.9	22.22	2019	
Coordinación y articulación central de la política	Definición de responsabilidades sectoriales	Definición de responsabilidades territoriales	Evidencias de progreso en la implementación	Control, rendición de cuentas y participación	45.14	27.33	51.11	6	18.89	



